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Este estudio trata de entrar en el análisis de cómo
la implementación de las políticas sociales aplica-
das en América Latina ha ayudado o no en la erra-
dicación de las desigualdades y la pobreza exis-
tentes en la Región.

Para ello, se hace una exposición inicial de los
grandes cambios acaecidos en el contexto macro-
económico latinoamericano en la década de los 80,
a partir de la crisis de la deuda externa.

Estos cambios estructurados, con diferencias entre
los distintos países de la Región, en programas de
estabilización y posteriores programas de ajuste
estructural, parece que han situado a América Lati-
na en una senda de estabilidad macroeconómica
(en variables como el crecimiento del PIB, tasa de
inflación o déficit fiscal) de mayor inserción inter-
nacional e integración regional.

Sin embargo, estos aparentes buenos resultados no
parecen ser tan positivos, si se analizan las condi-
ciones sociales existentes. Así, y teniendo en cuen-
ta la información disponible, se observa en general
un empeoramiento en la distribución del ingreso, lo
que ha provocado que a pesar de las buenas con-
diciones económicas existentes, la pobreza perma-
nezca estancada y no se hayan vuelto ni siquiera
a los niveles anteriores a la década de los 80. Este
hecho ha puesto en entredicho la idea generaliza-
da de que sólo con crecimiento económico se pue-
de hacer frente al fenómeno de la pobreza en

América Latina y ha vuelto a situar la equidad
como elemento central de análisis.

A continuación, se comprobará que la mayor desi-
gualdad existente guarda una estrecha relación con
la evolución experimentada en los mercados de tra-
bajo latinoamericanos, reflejada en aspectos tales
como las altas tasas de desempleo y subempleo exis-
tentes; salarios insuficientes para estar por encima de
la línea de pobreza; el incremento en la disparidad
de ingresos, en base a las grandes diferencias de pro-
ductividad existentes y en definitiva, la limitada capa-
cidad de negociación de los asalariados1.

Finalmente, se pasan a analizar las interrelaciones
con todo lo anterior que tienen las políticas socia-
les implementadas. En este sentido, se realiza un
doble análisis. Por una lado, cuantitativamente, y a
pesar de las limitaciones que implica, se estudia la
evolución del gasto social, observándose en los
últimos años un mayor compromiso político en el
aumento de los recursos destinados a tal fin. Por
otro lado, cualitativamente, se analiza la evolución
de los paradigmas de las políticas sociales aplica-
das, según aspectos como la institucionalidad, pro-
ceso de decisión, financiamiento, objetivos, secto-
rialidad, plazos y evaluación2, concluyendo que a
pesar de los mayores recursos destinados a dichas
políticas, éstas han ido perdiendo su carácter sisté-
mico e integral y por tanto, se ha dejado de afec-
tar a los factores estructurales de desigualdad y de
pobreza.

5

I. INTRODUCCIÓN

1 CEPAL (1997): Panorama Social de América Latina 1996. Santiago de Chile.
2 FRANCO R. (1996). “Los paradigmas de la política social en América Latina”. Revista de la CEPAL nº 58. Santiago
de Chile.
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Por todo ello, se concluye que el fenómeno multi-
facético y multidimensional de la pobreza en Amé-
rica Latina, demanda políticas sociales integrales,
pero también la heterogeneidad de dicha pobreza
hace que se tengan que establecer intervenciones
diferenciadas3. De este modo, centrarse sólo en las
manifestaciones de la pobreza conduce a desarro-

llar básicamente programas asistencialistas. En cam-
bio, políticas sociales que inciden en las causas de
la pobreza, concebida como la privación de capa-
cidades adecuadas para la plena inserción social de
las personas, enfatizan el logro de capacidades,
destrezas y habilidades pertinentes para superarla,
mediante la inserción social, económica y política.

3 SOJO A. (1996). “La política social frente al ajuste y al incremento de productividad en América Latina y el Cari-
be”. Situación BBV 1996. Bilbao.
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Durante la década de los 80, la mayoría de países
de la Región sufrieron fuertes reveses en los pri-
meros años de la misma, constituyendo una de las
más duras crisis de América Latina. Esta crisis, basa-
da sobre todo en el problema de la deuda externa,
manifestado después de la crisis de México en
1982, tuvo múltiples características, entre las que
cabe destacar4:

• Hiperinflación.

• Desequilibrio de los pagos internacionales.

• Pérdidas de producción.

• Baja acelerada de salarios y del nivel de vida.

Las causas subyacentes de este calamitoso retroce-
so de los ochenta fueron, entre otras, el cambio
repentino y desfavorable del flujo neto de recursos,
debido al paro casi total de la afluencia de capital,
la fuga de capitales, las altas tasas de interés y el
deterioro en los términos de intercambio.

Todo esto provocó que en la mayor parte de paí-
ses latinoamericanos (con grandes diferencias entre

ellos), durante los ochenta, se pusieran en marcha
ajustes que permitieran enfrentar simultáneamente,
desequilibrios fiscales y de balanza de pagos,
según esquemas netamente ortodoxos5.

Este hecho hizo que se cambiara radicalmente el
modelo de crecimiento y acumulación implementa-
do en América Latina6, a través de la aplicación de
un conjunto de reformas económicas. Así, desde un
estilo de desarrollo posterior a la Segunda Guerra
Mundial, basado en la exportación de recursos
naturales, la industrialización sustitutiva de impor-
taciones (ISI), la expansión y diversificación del
consumo privado y el crecimiento sostenido del
gasto público, se pasó a un modelo con base en las
empresas privadas y el mercado, las exportaciones
y la inversión privada y no así el gasto público y
finalmente, la importancia del consumo privado.

Entrando en el detalle de dichas reformas econó-
micas, se ve que a pesar de que parece que sí han
contribuido en el crecimiento económico de Amé-
rica Latina (tasas de crecimiento promedio anual
del 3% del PIB entre 1990 y 1996), sin embargo,

7

II. CONTEXTO MACROECONÓMICO RECIENTE:
LAS REFORMAS PUESTAS EN MARCHA

4 ZEVALLOS J.V.(editor) (1997). Estrategias para la reducción de la pobreza en América Latina y el Caribe. PNUD.
Quito.
5 ANDREA G., JOLLY R. y STEWART F. (1989). Ajuste con rostro humano (vol.I y II). Ed. S.XXI. México.
En esta obra, se explican claramente las distintas políticas aplicadas (fiscales, monetarias, cambiarias, comerciales
o salariales) que se empezaron a implementar en la década de los 80 y que fueron conocidas genéricamente con
el nombre de ajuste estructural.
6 ALTIMIR O. (1997). “Desigualdad, empleo y pobreza en América Latina: efectos del ajuste y del cambio en el esti-
lo de desarrollo”. Desarrollo Económico nº 145. Buenos Aires.
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han provocado otra serie de efectos directos e indi-
rectos sobre el mercado de trabajo, el gasto públi-
co, la distribución del ingreso y la pobreza7, que
lleva a concluir que el desempeño social de este
conjunto de reformas no pueda ser considerado,
sin más, de manera positiva.

A continuación, se pasan a comentar algunos de
los efectos (positivos y negativos) que la imple-
mentación de las mencionadas reformas ha podido
ir acarreando, para posteriormente, entrar en el
análisis de las repercusiones que dichos efectos
parecen haber tenido sobre las cifras de pobreza y
desigualdad de la Región:

I. Reforma comercial 

En este ámbito, una de las reformas económicas
básicas ha sido la apertura comercial. Así, los aran-
celes han sido reducidos sustancialmente y las
barreras para-arancelarias han desaparecido en casi
todos los países de la Región.

Con dicha apertura, parece ser que se debiera
haber estimulado la producción de aquellos bienes
que utilizan los factores más abundantes, lo que
implicaría que debiera haber aumentado el empleo.

Por otro lado, el aumento de transabilidad de
determinados bienes y servicios debiera haber pro-
vocado mejoras de salarios reales y oportunidades
adicionales de inversión.

Sin embargo, frente a los anteriores aspectos positi-
vos, cabe mencionar algunos negativos, que parece
que han llegado más que a compensar los primeros:

a. La exposición a una mayor competencia
externa puede afectar negativamente a aque-
llos sectores internos menos competitivos y
presionar a las empresas a mejorar la pro-
ductividad, generándose desempleo.

b. La referida apertura suele ser acompañada
por un desarrollo tecnológico y realización
de inversiones sesgadas al uso intensivo de

capital que terminan aumentando la tasa de
desempleo estructural y la informalidad, al
mismo tiempo que la demanda de trabajo
suele tener un sesgo hacia los trabajadores
más cualificados.

c. Al volverse más abiertas las economías de la
Región, también reducen su habilidad para
eludir los shocks externos y aumenta la
exposición a los movimientos bruscos de
capitales (casos de México en 1995 o de Bra-
sil en 1998). Todo esto provoca una mayor
inestabilidad en las economías internas, lo
que puede afectar negativamente a la inver-
sión y por tanto, al empleo.

II. Reforma fiscal

En este campo, las reformas fiscales han estado
orientadas a reducir la evasión, las excepciones,
reducir las tasas impositivas y ampliar las bases de
recaudación.

Ese conjunto de medidas parece que hacen más
estables las cuentas fiscales y reducen los mecanis-
mos de financiamiento inflacionarios de los gastos
públicos, con lo que pueden terminar mejorando
los salarios reales y el clima de inversión y creci-
miento de la actividad económica.

Pero, paralelamente a lo anterior, la sustitución de
la imposición directa por impuestos indirectos
(como el IVA), ha hecho más regresiva la estructu-
ra tributaria. La regresividad es aún mayor si se
toma en cuenta la eliminación de excepciones
impositivas y de subsidios asociados a los bienes
que forman parte de los gastos de consumo de los
estratos más pobres de la población.

Finalmente, la pretendida neutralidad fiscal ha sig-
nificado eliminar el tratamiento especial que tradi-
cionalmente se les daba a las actividades con bajos
retornos y altos coeficientes de empleo. Con ello,
se puede también haber afectado a la demanda de
trabajo y reducido los ingresos reales, especialmen-
te, de los trabajadores menos cualificados.

8

7 ZAMBRANO SEQUÍN L. (1998). “Pobreza y crecimiento económico”. Mimeo. Presentación en las jornadas sobre
Educación y Desarrollo: América Latina ante el S.XXI: problemas y perspectivas, celebradas en la Universidad de
Deusto, Bilbao, Marzo 1998.
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III. Reforma financiera

Se ha ido dando un proceso de apertura del siste-
ma financiero en la mayor parte de la Región, ade-
lantando acciones que han ido reduciendo las res-
tricciones crediticias tanto al consumo como a la
inversión.

Con esta apertura, parece que se consiguirían entre
otros aspectos positivos:

• Mayor generación de empleo.

• Mayor acceso al crédito, lo que estaría tam-
bién mejorando las posibilidades de desarro-
llo de las pequeñas y medianas empresas,
generalmente intensivas en trabajo.

• Reducción de los márgenes de intermediación
y por lo tanto, del coste del crédito.

• Mejoras en la eficiencia del crédito y expan-
sión del sistema financiero, lo que permite
una mayor flexibilidad en los mercados de
bienes y servicios, con lo que hace posible
un mejor ajuste de la economía ante los
shocks reales y financieros que continuamen-
te la afectan.

Al igual que con los otros tipos de reformas apli-
cadas, hay aspectos de la reforma financiera que
pueden incidir negativamente sobre la distribución
del ingreso y/o niveles de empleo:

• Eliminación de transferencias que tradicional-
mente se otorgaban a sectores de actividad
económica considerados prioritarios y donde
normalmente, se beneficiaban a empresas
que o bien eran importantes empleadoras de
mano de obra no calificada o bien producían
bienes vinculados a la demanda de los estra-
tos más pobres de la población.

• La mayor facilidad con la que ahora se pue-
den mover los capitales, hace más vulnera-
ble a la economía frente a los shocks adver-
sos y con ello, se afecta signicativamente al
empleo en los momentos de crisis y rece-

siones (caso comentado del “efecto tequila”
en México en 1995).

IV. Reforma laboral

El proceso de reformas que afecta al mercado labo-
ral es relativamente reciente y es dónde se han
dado con mayor lentitud. La finalidad básica de
estas reformas es aumentar la flexibilidad del mer-
cado de trabajo y por esta vía, mejorar la capacidad
de ajuste de las economías de la Región ante los
shocks externos y de política económica.

La mayoría de dichas reformas han estado orienta-
das, sobre todo, a reducir los impuestos a la nómi-
na, cambiar el régimen de prestaciones por despi-
do laboral para hacer menos costosos a las empre-
sas los ajustes en el empleo, reducir el rol del
gobierno en la fijación de los salarios y descentra-
lizar el proceso de negociación colectiva.

Todo esto parece que ha implicado una reducción
de los salarios reales, un aumento del riesgo de
despido y una disminución de la protección en
caso de enfermedad y vejez.

La evaluación de la situación de los países que más
han avanzado en estas reformas, muestra que la
brecha entre los salarios de los trabajadores califi-
cados y los no calificados está increméntándose
rápidamente. Las iniciativas para acortar las dife-
rencias de calificación han sido más bien escasas,
no habiendo mecanismos e iniciativas en las
empresas para instrumentar programas de entrena-
miento eficientes. Igualmente, las propuestas
gubernamentales para la educación de los trabaja-
dores siguen sin tener en cuenta la importancia de
la desigualdad existente en el acceso a los diferen-
tes niveles educativos8.

Por todo esto, permanecen importantes sectores de
economía informal en la mayoría de países latinoa-
mericanos, así como serias situaciones discrimina-
torias contra determinados grupos, como por ejem-
plo, las mujeres.

9

8 BIRDSALL N., LONDOÑO J.L y O’CONNELL L. (1998). “La educación en América Latina: la demada y la distribu-
ción importan”. Revista de la CEPAL nº 66. Santiago de Chile.
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V. Privatización

En casi todos los países de la Región, se han ade-
lantado profundos procesos de privatización de
empresas públicas y la transferencia a manos pri-
vadas de servicios que, tradicionalmente estuvieron
bajo la égida del Estado.

Las privatizaciones llevadas a cabo, no sólo han
supuesto una transferencia de propiedad, sino que
han debido venir acompañadas con cambios en los
marcos regulatorios y desarrollo de nuevas institu-
ciones públicas y privadas.

Los procesos de privatización han podido repre-
sentar entre otros aspectos positivos:

• La reducción de los subsidios a quienes más
consumen, al eliminar muchas de las transfe-
rencias que se canalizaban por las empresas
estatales hacia los estratos medios y ricos de
la población, puede haber incidido positiva-
mente en la distribución del ingreso.

• Parece que se ha incrementado la competen-
cia y la eficiencia en la producción de bienes
y servicios.

• La reducción y posible eliminación de las pér-
didas que caracterizaban a determinadas
empresas públicas, permiten mejorar las cuen-
tas fiscales y descargar recursos hacia la pro-
porción de determinados servicios sociales.

Sin embargo, este conjunto de reformas parecen
haber acarreado otros aspectos negativos:

• Se han reducido la magnitud de los subsidios
que se entregaba a los pobres, a través de
bajos precios e incluso la gratuidad de bienes
y servicios que eran producidos deliberada-
mente con pérdidas por empresas estatales.
Parece ser que la sustitución de una raciona-
lidad política por una racionalidad más cen-
trada en lo económico, ha disminuido los
incentivos para atender a los sectores más
necesitados.

• Se han dado impactos negativos sobre el
empleo.

Como se ha podido comprobar, los efectos de las
reformas económicas aplicadas desde la década de
los 80, son de muy diversa naturaleza, por lo que
no se puede plantear desde un inicio, que sus efec-
tos sean netamente positivos. Justamente lo contra-
rio, es decir, como se verá a continuación, los efec-
tos netos de dichas reformas económicas han sido
negativos en las condiciones de pobreza y desi-
gualdad existentes en América Latina.

10
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Coincidiendo con la implementación de las refor-
mas económicas descritas, se pasa a analizar los
resultados de las mismas sobre la pobreza y la desi-
gualdad existentes en América Latina.

1. Evolución de la pobreza

Siguiendo la metodología de la CEPAL9, se ve en
los últimos quince años que la evolución socio-eco-
nómica de América Latina puede dividirse en dos
grandes períodos10: la crisis de la deuda externa,
que dominó la mayor parte de los años 80 y el pro-
ceso de reformas (dentro de los denominados pro-
gramas de ajuste estructural) que han caracterizado
a la mayoría de los países de la Región desde
mediados de los 80 hasta los momentos actuales.

Durante el período de la crisis de la deuda, también
conocido como la década perdida, el deterioro de
las condiciones sociales en América Latina fue
impresionante. La evolución de la pobreza puede
dar claro testimonio de ello. La población pobre se
incrementó en 61,3 millones de personas, de las

cuales casi 60 millones se concentraron en los
espacios urbanos, siendo la mitad de ellos no sólo
pobres sino indigentes, es decir, al final de la crisis
de la deuda, en América Latina, 92 millones de per-
sonas devengaban un ingreso que ni siquiera
alcanzaba para adquirir una canasta básica de ali-
mentos. Cabe destacar, que de estos 92 millones de
personas, la tercera parte se generó en los seis
años que, en promedio, duró la crisis. Esta infor-
mación ya es suficientemente conocida, así que no
hace falta entrar en más detalles.

Sin embargo, ¿qué es lo que ha ocurrido más
recientemente? Según las estimaciones de la magni-
tud de la pobreza efectuadas por la CEPAL, el por-
centaje de hogares en situación de pobreza en
América Latina disminuyó de 41% a 38%, tal y
como se indica en el cuadro 1. Este positivo, pero
reducido cambio, que se dio paralelamente a la
reactivación económica (si se atiende al crecimien-
to económico) en muchos países durante el primer
quinquenio de los años 90, estuvo lejos de contra-
rrestar el acusado aumento de la pobreza en la
Región durante la década pasada, período en que
se elevó de un 35% a un 41%11.

11

III. EVOLUCIÓN RECIENTE DE LA POBREZA
Y LA DESIGUALDAD EN AMÉRICA LATINA

9 La CEPAL viene distinguiendo línea de pobreza y línea de indigencia al analizar el fenómeno de la pobreza en
América Latina. Así, mientras que la primera se basa en la suma de la estimación de una canasta básica y una esti-
mación del valor de los recursos que permita satisfacer el conjunto de las necesidades básicas no alimentarias del
hogar, la segunda representa el costo de la canasta básica de alimentos.
10 ZAMBRANO SEQUÍN LUIS. (1998). Op. Citada.
11 Recientemente la CEPAL ha publicado su Panorama Social de América Latina 1998 (Santiago de Chile, 1999). En
esta obra, se habla para el año 1997 de un 38% de hogares latinoamericanos en situación de pobreza y de un 15%
en situación de indigencia. Como se puede comprobar, son unas cifras similares a las del año 1994, por lo que las
conclusiones siguen siendo similares a las que en este trabajo se vienen comentando.
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Si se atiende a estas cifras, la indigencia presenta
aún menores avances, puesto que el porcentaje
de hogares indigentes, tan sólo se redujo de 18%
a 16%. De acuerdo a estas cifras, en América Lati-

na, todavía uno de cada seis hogares, no logra
satisfacer sus necesidades alimentarias, ni siquie-
ra si destinaran a ello, la totalidad de sus escasos
ingresos.

12

Cuadro 1. Porcentaje sobre el total de hogares en situación de pobreza e indigencia
en América Latina (a)

Pobres (b) Indigentes (c)
Años Total Urbano Rural Total Urbano Rural

1980

1990

1994

35

41

38

25

35

32

54

58

56

15

18

16

9

12

11

28

34

34

Fuente: CEPAL. Panorama Social de América Latina 1996.

Notas : (a) Estimación correspondiente a 19 países de la Región.

(b) Porcentaje de hogares con ingresos inferiores a la línea de pobreza.
Incluye a los hogares que se encuentran en situación de indigencia
(según metodología CEPAL)

(c) Porcentaje de hogares con ingresos inferiores a la línea de indigencia.
(según metodología CEPAL)

Analizando algo más estas últimas cifras, se pue-
de deducir que la reducción de tres puntos por-
centuales de la pobreza de la Región obedece,
sobre todo, a la baja de su incidencia en las
zonas urbanas (de 35% a 32%). En cambio, la
pobreza rural que sólo se redujo en dos puntos y
a partir de niveles muy altos (de 58% a 56%) inci-
dió en menor medida en la baja observada en los
países.

Respecto a la indigencia, se puede decir que ésta
tuvo una evolución similar, tanto en las zonas urba-
nas como rurales, a la que registró la pobreza.

Siguiendo con el comentario de estas cifras, cabe
destacar que simultáneamente la pobreza y la indi-
gencia se han transformado en un fenómeno esen-
cialmente urbano. Este hecho está asociado (a lo
largo de los 80 y lo que va de los 90) a muy dis-
tintos factores, como son entre otros (y dependien-
do de países), las altas tasas de migración desde las
áreas rurales a las ciudades, los efectos de la pro-
funda recesión de los 80, el sesgo excluyente del
modelo de crecimiento o la incapacidad financiera

y administrativa en las ciudades receptoras, que
han hecho colapsar los servicios públicos básicos.

A pesar de esta alta concentración de la pobreza en
las ciudades, no se debe ocultar el hecho de que
la población más pobre sigue viviendo en el campo.
En este sentido, puede afirmarse que las zonas
urbanas, comparadas con las rurales, ofrecen entre
otros elementos, más oportunidades de empleo,
mejor remunerado y esto ha hecho, que la urbani-
zación haya contribuido a aminorar la gravedad del
problema de la pobreza.

En toda esta panorámica general latinoamericana,
hay que destacar que las realidades de los distin-
tos países son muy diversas, en cuanto a la evo-
lución de la pobreza en el período comprendido
entre 1990 y 1994. Así, el resultado expuesto es
explicado por las importantes reducciones desde
niveles cúspide en 1990 de países como Argenti-
na, Bolivia, México, Panamá y Perú, sumados a
los logros de Chile y Uruguay, que no sólo redu-
jeron la pobreza en ese período, sino también
con respecto a 1980. Contrarrestaron las significa-
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tivas mejoras en estos siete países, los aumentos
que registraron en los primeros años 90, Brasil y
Venezuela.

Si deseamos tener información más reciente, en el
mismo documento tratado de la CEPAL12, se realiza
una estimación sobre la tendencia del fenómeno de
la pobreza, en base a la evolución del comporta-
miento de factores económicos claves, como el cre-
cimiento del PIB, estabilidad de precios y empleo
en el bienio 1995-96, así como sus efectos en la
distribución del ingreso, que muestra grandes varia-
ciones entre los países, lo que hace prever en
muchos casos, cambios importantes con respecto a
las tendencias de la pobreza, registradas en los pri-
meros años del decenio actual. Así se comprueba
que el balance regional hacia 1996 es menos posi-
tivo (que lo poco que era entre 1990 y 1994), debi-
do a que sólo en dos países habría seguido dismi-
nuyendo el índice de pobreza (Chile y Perú), en
otros se estancó después de una baja sostenida y
en un tercer grupo, se acrecentó significativamente.
Sólo en Brasil, se observó una inversión de la ten-
dencia, puesto que se redujo considerablemente en
el último bienio13.

Finalmente, y para anticipar lo que será el apar-
tado siguiente, parece haber evidencias sólidas,
de que si bien se puede haber dado una reduc-
ción de la pobreza provocada por el crecimiento
económico, ésta ha sido contrarrestada por un
empeoramiento paralelo en la distribución del
ingreso, lo que lleva a pensar que ésta puede ser

la razón fundamental de que estando reciente-
mente la mayoría de países latinoamericanos en
condiciones de gran estabilidad macroeconómica,
sin embargo, no hayan conseguido mejorar
mucho más sus condiciones sociales, es decir
haber reducido sus preocupantes niveles de
pobreza. En cualquier caso, las cifras de algunos
países latinoamericanos14 demuestran que la rela-
ción tantas veces defendida entre crecimiento
económico y evolución de la pobreza15 no ha sido
tan evidente, debido, por una parte, a que una
misma tasa de crecimiento del producto puede
tener efectos diferentes sobre la pobreza según la
modalidad que éste adopte (en especial, en cuan-
to a sus efectos en el mercado de trabajo, sobre
todo, en el empleo y los salarios) y, por otra, a
que el comportamiento de la pobreza también
obedece al efecto de otros factores.

2. Evolución de la desigualdad

Las esperanzas cifradas en que la recuperación de
los niveles de previos de producción o el inicio
de un nuevo proceso de crecimiento, permitirían
invertir el deterioro de la distribución del ingreso
que se produjo en los años ochenta, no han
encontrado hasta ahora confirmación en los
hechos.

Así, de las tendencias de la primera mitad de los
años noventa (cuadro 2)16, se desprende que el

13

12 CEPAL (1997). Op. Citada.

13 CEPAL (1999). Panorama Social de América Latina 1998. Santiago de Chile. 
En este trabajo se confirma lo que se está comentando. Así, entre los años 1990 y 1997, en algunos países se logra-
ron reducciones importantes en las cifras que se vienen tratando: en Chile, 13 puntos porcentuales en la pobreza
y 6 en la indigencia; en Brasil, 12 y 7; en Panamá, 9 y 6. En otros países, las reducciones fueron menores, como
ocurrió en Costa Rica, 4 y 3 puntos; Perú, 4 y 0 y Colombia, 2 y 5. Finalmente, en unos pocos países los porcen-
tajes aumentaron; por ejemplo, en Venezuela el incremento fue de 8 y 5 puntos porcentuales y en México de 4 y
2 puntos.

14 CEPAL (1999). Op. citada.
15 De este modo, el llamado efecto “trickle-down”, basado en el supuesto de que los frutos del crecimiento econó-
mico penetran hasta las capas más carenciadas, a través de las fuerzas del mercado, se ha comprobado empírica-
mente que no es cierto.

16 En este trabajo, se recoge como la medición de la distribución del ingreso se suele medir con el coeficiente de
Gini, que puede tener un valor entre 0 y 1, de modo que cuánto más se acerca a 0, más igualitario es dicho país
y cuánto más se aproxima a 1, menos igualitario será.
Otro indicador usual es analizar la participación en la distribución del ingreso, por quintiles o deciles, según la
información disponible y el objetivo perseguido.
Evidentemente, existen otras medidas como, por ejemplo, el índice de Atkinson.
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dinamismo del crecimiento económico logrado en
varios países de la Región, no se tradujo en una
disminución de la concentración del ingreso17.

Tal y como se puede comprobar en el cuadro 2, se
pueden distinguir muy distintas situaciones. De este
modo, de los cinco países que registraron tasas de

crecimiento anual superiores al 5%, las más eleva-
das en esos años, dos aumentan la concentración
del ingreso (Argentina, y en menor medida, Costa
Rica), otros dos prácticamente mantuvieron el alto
nivel de desigualdad de inicios de la década (Chile
y Panamá) y sólo Uruguay volvió a registrar mejo-
ras significativas en la distribución del ingreso.

14

Cuadro 2. América Latina (11 países): cambios en la distribución del ingreso
en las zonas urbanas, 1986-1990-1994 (a)

Índice de Gini (b) Cambios de la
participación en el ingreso

entre 1990 y 1994 (c)

Participación en el ingreso
en 1994 comparada

con la de 1986

País 1986 1990 1992 1994
40% de los

hogares
más pobres

10% de los
hogares

más ricos

40% de los
hogares

más pobres

10% de los
hogares

más ricos

Argentina
(Gran Buenos Aires)

Bolivia

Brasil

Chile

Costa Rica

Honduras

México

Panamá

Paraguay (Asunción)

Uruguay

Venezuela

0,41

0,54

0,49

0,36

0,32

0,43

0,40

0,39

0,38

0,42

0,48

0,54

0,47

0,35

0,49

0,42

0,45

0,36

0,35

0,38

0,41

0,47

0,51

0,47

0,36

0,46

0,41

0,45

0,39

0,30

0,38

0,44

0,43

0,48

0,36

0,46

0,41

0,45

0,42

0,30

0,39

disminuyó +

aumentó +

aumentó

se mantuvo

se mantuvo

aumentó

aumentó

aumentó

disminuyó

aumentó

se mantuvo

se mantuvo

disminuyó +

disminuyó

aumentó

aumentó +

disminuyó

disminuyó

aumentó

aumentó +

disminuyó +

aumentó

menor

mayor

mayor

igual

menor

menor

igual

mayor

igual

igual

menor

mayor

igual

mayor

mayor

mayor

menor

mayor

Fuente: CEPAL. Panorama Social de América Latina 1996.

(a) El signo + indica que el aumento o la disminución de la participación fue de tres puntos porcentuales o más.
(b) Los índices de Gini se calcularon a partir de la distribución del ingreso per cápita de los hogares por grupos decílicos.
(c) La última cifra disponible corresponde a 1993.

Los países que mostraron ritmos menores de creci-
miento, con tasas anuales de 3% a 4%, registraron
cambios muy disímiles en la distribución del ingre-

so en el período. Mientras en Bolivia y Honduras,
y en menor medida, en México, disminuyó en
algún grado la concentración, aumentó en Para-

17 CEPAL (1999). Op. citada.
Lo observado en América Latina en los años noventa confirma la aseveración de que la evolución del crecimiento
económico no permite predecir lo que pueda suceder con la distribución del ingreso. Por ejemplo, el crecimiento
económico negativo de Venezuela coincidió con una marcada regresividad en la distribución (el índice de con-
centración de Gini subió de 0,38 a 0,43 entre 1990 y 1997), a la vez que en méxico se logró una mejora en la dis-
tribución (el coeficiente de Gini disminuyó de 0,42 en 1989 a 0,39 en 1996) pese a que en ese período el ingreso
per cápita sólo aumentó en promedio un 0,3%, lo que revela que el costo social del escaso crecimiento económi-
co se distribuyó de distinta manera en ambos países.
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guay y Venezuela y se había mantenido invariable
en Colombia. En Brasil, pese a que la economía
estuvo prácticamente estancada entre 1990 y 1993,
se produjo un aumento de la participación tanto
del 40% inferior de la distribución como del decil
de más altos ingresos. Ello se tradujo en una leve
mejora de la distribución urbana, mientras que en
las zonas rurales se registró un deterioro.

Como se puede comprobar por todo lo anterior, el
balance de los cambios distributivos, desde media-
dos de la década pasada hasta 1994, demuestra que
los países que lograron crecer a tasas elevadas por
períodos más o menos prolongados después de la
recuperación posterior a la crisis, no registraron
progresos en términos de igualdad, con excepción
de Uruguay18.

Así, la rigidez al logro de mejoras en la distribución
del ingreso queda de manifiesto al examinar las
cifras de los nueve países para los que se cuenta
con información comparable para todo el período,
donde se constata que el decil superior aumentó su
participación en cinco países, en dos la mantuvo y
sólo en dos la redujo19.

De todo esto, se desprende que el dinamismo eco-
nómico, los cambios en las estructuras del empleo
y de los ingresos y los efectos de la política públi-
ca gestaron en la Región una leve reducción de la
pobreza entre 1990 y 1994, pero no alteraron la dis-
tribución del ingreso en un sentido positivo. Aun en
los países en que se logró una reducción apreciable
de la pobreza, no se logró mejorar la distribución.
La única excepción la constituye Uruguay.

15

18 Uruguay ha logrado consolidarse como el país que presenta la mejor distribución del ingreso en América Latina,
semejante a la de algunos países europeos, gracias, entre otros factores, al importante papel de las transferencias
del sector público, especialmente las jubilaciones y pensiones.
19 CEPAL (1999). Op. citada.
En este informe más reciente, de 12 países analizados, la distribución del ingreso en las áreas urbanas mejoró en
cuatro de ellos (Bolivia, Honduras, México y Uruguay), en uno se mantuvo (Chile) y en siete sufrió un deterioro
(Argentina, Brasil, Costa Rica, Ecuador, Panamá, Paraguay y Venezuela).
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Establecida la relación entre la pobreza y la dis-
tribución del ingreso en América Latina, resulta
interesante antes de entrar en el análisis de las
políticas sociales, analizar los factores que pue-
den llegar a determinar en gran medida la gran
desigualdad existente, y de este modo, llegar a
comprobar la importancia del mercado de traba-
jo en la situación descrita.

Para ello, existen distintos estudios, entre los que
cabe destacar el realizado por Jiménez y Ruedi
(1998) para el caso de los hogares urbanos de
México, Brasil, Chile, Colombia y Argentina20.
Según este estudio, se puede recurrir al elemento
más sencillo de análisis, esto es, el ingreso per
cápita del hogar21, que puede ser expresado simpli-
ficadamente por la siguiente identidad:

17

IV. SOBRE LA RELACIÓN ENTRE MERCADO
DE TRABAJO, DESIGUALDAD Y POBREZA

20 JIMÉNEZ L. LUIS FELIPE y RUEDI A. NORA. (1998). “Determinantes de la desigualdad entre los hogares urbanos”.
Revista de la CEPAL nº 66. Santiago de Chile. 
21 Lógicamente, los autores reconocen que existen muchas diferencias entre países y entre hogares urbanos y rura-
les. No obstante, como ellos comentan, se trata de identificar regularidades en el comportamiento de ciertas varia-
bles que contribuyan a explicar la distribución del ingreso.

YPC = YT / N = (YP /L) * (L/ (L+D)) * ((L+D) / PET) * (PET/ N) * (OI/N)

en dónde,

YPC = ingreso per cápita del hogar.

YT = ingreso total disponible del hogar.

N = número de personas en el hogar.

YP = ingreso primario de los ocupados del hogar.

L = número de personas ocupadas del hogar.

D = número de personas desempleadas del hogar.

PET = número de personas del hogar en edad de
trabajar.

OI = otros ingresos del hogar.

De esta manera, el ingreso per cápita del hogar
queda expresado en función de variables económi-
cas y demográficas:

(1) YP/L, corresponde a la remuneración media
obtenida por las personas ocupadas del hogar.

(2) (/ (L+D)), corresponde a la tasa de ocupación
del hogar.

(3) ((L+D)/PET), sería la tasa de participación.

(4) PET/N, el inverso de este factor es una aproxi-
mación a la tasa de dependencia del hogar. En
tanto mayor sea esta razón, mayor será el
número de personas en edad de dar sustento
económico al hogar y con ello, menor será la
tasa de dependencia.

(5) Finalmente, el último factor (OI/N) corresponde
a ingresos percibidos por otras fuentes distintas
al trabajo, es decir, ingresos de la propiedad y
transferencias, ambas valoradas en términos per
cápita. Estas últimas son subsidios recibidos e
ingresos por jubilaciones.
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Con esta metodología, las diferencias en los niveles
de ingreso per cápita de las familias según deciles,
quedan entonces expresadas en función de los com-
portamientos de las tasas de remuneración factorial,
de ocupación, la participación en la fuerza de tra-
bajo, de una variable relativa a la estructura demo-
gráfica del hogar y un componente de otros ingresos.

Tal y como se señala en la investigación tratada22,
destacan cuatro principales resultados como deter-
minantes de la desigualdad del ingreso, especial-
mente urbano. En primer lugar, los ingresos facto-
riales medios de los grupos de menor ingreso per

cápita son sustancialmente menores a los de estra-
tos más altos, lo que se presenta asociado, en el
caso de los ingresos provenientes del trabajo, a
importantes diferencias en los niveles educaciona-
les (un ejemplo de la importancia del factor educa-
cional se puede observar en el cuadro 3, en el que
se puede comprobar como a medida que se
aumenta el número de años de estudio se reduce
en este caso, el subempleo por ingresos). Además,
como otros trabajos23 señalan, los sectores de
menores ingresos se insertan en segmentos de baja
productividad del mercado de trabajo.

18

22 JIMÉNEZ L. LUIS FELIPE y RUEDI A. NORA. (1997). Op. Citada.
23 TOKMAN V. (1997). “Generación de empleo y reformas laborales”. Anuario Social y Político de América Latina
y el Caribe 1997 FLACSO. Santiago de Chile.

Cuadro 3. América Latina (12 países): porcentaje de ocupados plenos
con ingresos insuficientes (a)

Subempleo por ingresos (porcentaje en el total de ocupados)

Número de años de estudios

País Años Total 0 a 5 6 a 9 10 a 12 13 y más

Argentina

Bolivia

Brasil

Chile

Colombia

Costa Rica

Honduras

México

Panamá

Paraguay 

Uruguay

Venezuela

1990
1994

1989
1994

1990
1993

1990
1994

1990
1994

1990
1994

1990
1994

1989
1994

1989
1994

1990
1994

1990
1994

1990
1994

7,3
2,9

33,6
35,6

40,6
43,0

38,6
28,6

42,0
46,7

10,3
10,0

51,0
62,7

37,2
39,3

19,1
22,8

41,7
40,3

23,0
16,4

17,5
32,4

10,1
4,7

44,1
47,5

53,0
54,0

51,5
43,9

57,2
62,4

19,4
17,8

64,4
72,2

43,4
50,4

22,3
29,8

56,1
52,9

30,9
24,8

30,5
43,2

9,5
3,8

40,3
43,6

44,9
47,3

49,6
39,7

50,5
58,5

14,2
15,7

58,4
73,4

45,1
48,0

27,5
32,5

54,7
51,0

28,0
20,4

20,2
37,0

6,1
2,0

32,2
33,6

22,8
27,6

41,2
29,2

35,6
41,1

5,9
4,9

24,7
47,1

27,6
29,6

16,5
21,6

31,5
35,4

19,3
12,9

10,4
28,3

1,5
1,1

14,0
16,7

4,1
6,3

16,1
11,1

9,6
9,5

1,2
1,3

4,8
17,0

9,8
9,8

3,8
5,6

10,6
10,0

5,0
3,2

3,4
13,8

Fuente: CEPAL. Panorama Social de América Latina 1996.

(a) Personas que trabajan habitualmente más de 40 horas semanales y obtienen un ingreso mensual inferior a 2,5 veces el valor de
la línea de pobreza per cápita.
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En segundo lugar, las tasas de ocupación de los gru-
pos más pobres son sistemáticamente inferiores al
promedio. Los cambios en la distribución van aso-
ciados en gran medida a variaciones en los niveles
de empleo, y las reducciones en las diferencias rela-
tivas de las tasas de ocupación se han presentado
asociadas a una menor concentración del ingreso.

En tercer lugar, existen importantes diferencias
entre deciles en el grado de participación en la
fuerza de trabajo. Sistemáticamente se observan
menores tasas de participación en los grupos
menos acomodados. La contrapartida de ello son
mayores tasas de inactividad, especialmente entre
cónyuges y en un grado considerablemente
menor, entre jefes de hogar.

En cuarto lugar, lo anterior se relaciona con la
composición por edades de hogares en diferentes
deciles. En efecto, según diversos indicadores, la
población en edad de trabajar es considerablemen-
te menor en hogares más pobres.

Ahora bien, es importante tener presente que nin-
gún factor, considerado en forma aislada, logra dar
cuenta completa de la distribución prevaleciente y
sus cambios, sus efectos son más bien multiplica-
dores antes que aditivos.

Una aproximación cuantitativa a estas conclusiones,
se puede observar en el cuadro 4.

19

Cuadro 4. América Latina (12 países): distribución porcentual de los hogares urbanos
en situación de pobreza, clasificados de acuerdo a sus características
determinantes (a)

Bajos ingresos laborales
y escasa educación

Desempleo
de uno o más

miembros

Gran número de
menores en relación

con los adultos

Otros factores y
combinaciones

Total

Países Total Sólo Combinado con
alto número de
dependientes

Argentina

Bolivia

Brasil

Chile

Colombia

Costa Rica

Honduras

México

Panamá

Paraguay

Uruguay

Venezuela

Promedio
simple

33

67

73

71

75

53

74

83

59

72

68

61

66

13

41

46

47

51

27

41

48

32

42

27

29

37

20

26

27

24

24

26

33

35

27

30

41

32

29

37

10

13

15

10

15

10

8

20

11

20

20

16

10

12

9

10

8

14

11

7

13

10

10

9

10

20 (b)

11

5

4

6

18 (b)

5

2

8

7

2

10

8

100

100

100

100

100

100

100

100

100

100

100

100

100

Fuente: CEPAL. Panorama Social de América Latina 1996.

(a) Datos correspondientes a alrededor de 1994.
(b) Una importante proporción de hogares pobres corresponde a hogares integrados por adultos mayores, incluidos jubilados y pen-
sionados de bajos ingresos.
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De este modo, con las anteriores conclusiones y
datos, se ve la importancia que tiene el mercado de
trabajo en la desigualdad existente (y por lo tanto,
la pobreza), si se tienen sobre todo en cuenta sus
características más recientes, que han provocado
que la desigualdad del ingreso siga sin mejorar en
América Latina:

a. El mantenimiento de altas tasas de desempleo y
la generación de insuficientes puestos de trabajo
productivos con remuneraciones sobre umbrales
mínimos para situarse fuera de la pobreza. En
este sentido, hay que resaltar dos aspectos. Por
un lado, cabe destacar que persiste en la década
de los 90, las características del desempleo urba-
no, respecto a lo que fue la pasada década de
los 80, es decir, que básicamente los miembros
de los hogares pertenecientes a los estratos de
menores ingresos, los jóvenes, las personas con
bajos niveles de educación y las mujeres siguen
siendo los grupos más afectados. La concentra-
ción de la desocupación abierta en estos gru-
pos24 se acentúa cuando se producen aumentos
importantes del desempleo urbano, lo que acre-
cienta su impacto negativo en lo que respecta a
la equidad.

Por otro lado, hay que tener en cuenta que en
América Latina, el tener un empleo de jornada
completa, de más de cuarenta horas semanales,
está lejos de asegurar a los trabajadores un ingre-
so laboral que les ofreza grandes posibilidades
de quedar fuera de la pobreza.

b. Calidad del empleo generado. Uno de los
fenómenos más relevantes en el análisis del
mercado de trabajo en América Latina es la
cada vez más importante presencia de sectores

informales en el mismo. En la década de los
90, la participación de estos sectores25 en la
ocupación urbana siguió siendo elevada y
aumentó ligeramente, tal y como se observa en
el cuadro 5.

Al mismo tiempo, destaca en el mismo cuadro 5
el descenso del ingreso promedio de las perso-
nas ocupadas en los sectores informales (espe-
cialmente, en los países de mayor tamaño de
América Latina).

c. El aumento de la disparidad de ingresos entre
los ocupados con distintos niveles de califica-
ción, debido al rápido aumento de la demanda y
de las remuneraciones de los más calificados.

De este modo, se da una creciente brecha y
heterogeneidad entre los ingresos de los ocu-
pados de alta y baja calificación, lo que sigue
contribuyendo a que, a pesar de la mejora de
ciertas condiciones macroeconómicas (creci-
miento, inflación...), se sigan dando aumentos
de la desigualdad distributiva. Esta brecha lleva
a que en la mayor parte de los países, se hayan
creado bolsones de alta productividad en las
actividades más dinámicas, que encabezan el
crecimiento de algunos países (éstas ocupan
fundamentalmente a profesionales, técnicos o
trabajadores con calificaciones muy específicas,
cuyas remuneraciones han comenzado a crecer
rápidamente, a un ritmo más acelerado que la
productividad media de la economía y cierta-
mente más alto que el promedio de los secto-
res en que se ocupan), frente a la gran mayo-
ría de puestos de trabajo vinculados con activi-
dades, procesos o sectores de baja productivi-
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24 CEPAL (1999). Op. citada.
En este informe se dice que el desempleo decreció desde mediados de los años ochenta hasta principios de los
noventa, pero que a partir de entonces comenzó a elevarse nuevamente en la mayoría de los países de la Región;
además, tiende a ser marcado, tal y como se ha comentado, entre las mujeres, los jóvenes y las personas de meno-
res ingresos, aunque en varios países ya está afectando también de manera notoria a las de ingresos medios y altos.
Entre los anteriores grupos, tienen una gran importancia los jóvenes, ya que la población de 15 a 24 años de edad
representa del 20% a 25% de la fuerza de trabajo en América Latina. Para dar una idea de la gravedad de la situa-
ción de la población joven latinoamericana, basta recordar que la tasa de desocupación activa entre 15 y 24 años
representa más de la mitad del desempleo total en las zonas urbanas de América Latina.
25 Existen distintas concepciones a la hora de definir la informalidad. La más extendida, considera que pertenecen
a dicha categoría, todas aquellas unidades productivas con un número de hasta cinco trabajadores. 
Sin embargo, en el cuadro 5, tal y como indica la CEPAL, se consideran sectores informales a los trabajadores inde-
pendientes no cualificados, los asalariados no profesionales ni técnicos que trabajan en microempresas y el empleo
en servicios domésticos.
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Cuadro 5. América Latina: empleo e ingresos medios en sectores de baja productividad en
áreas urbanas 1990-1994 (promedio simple de 12 países)

Promedio de países con información Promedio de países con mayor tamaño (c)

Inserción laboral (a)
Porcentaje

de ocupados
1990 1994

Porcentaje
de ocupados

1990 1994

Ingreso
promedio (b)

1990 1994

Ingreso
promedio (b)

1990 1994

Trabajadores
no calificados (12) (d)

Asalariados
en microempresas
no profesionales
ni técnicos (8) (e)

Servicios domésticos (12)

Total

24

12

6

42

24

12

6

42

3,5

2,5

1,4

2,9

3,2

2,5

1,4

2,7

21

12

5

38

24

15

5

44

3,9

2,6

1,6

3,2

3,2

2,2

1,4

2,7

Fuente: CEPAL. Panorama Social de América Latina 1996.
(a) La cifra entre paréntesis corresponde al número de países considerados en el cálculo del promedio simple del total de países

sobre los que se dispone de información.
(b) Ingreso promedio mensual como múltiplo de la respectiva línea de pobreza per cápita.
(c) Incluidos Argentina, Brasil, Colombia, México y Venezuela. No incluye Perú.
(d) Incluidos lo trabajadores por cuenta propia y los trabajadores familiares no remunerados, no profesionales ni técnicos.
(e) Incluidos los asalariados que trabajan en empresas con hasta cinco empleados. En el caso de Brasil, se refiere a los trabajadores

sin contrato de trabajo.

Fuente: CEPAL. Panorama Social de América Latina 1996.
(a) Incluidos a los asalariados de empresas con hasta cinco trabajadores, a los trabajadores por cuenta propia no profesionales ni

técnicos y a los empleados domésticos.
(b) Relación entre los ingresos medios.
(c) Período 1989- 1994.
(d) Período 1987-1993.
(e) Corresponde al total de asalariados públicos y privados.
(f) Incluídos los trabajadores por cuenta propia no profesionales ni técnicos y los empleados domésticos.

Cuadro 6. América Latina (10 países): evolución de los ingresos medios y de la disparidad
del ingreso laboral en zonas urbanas, 1990-1994 (índices 1990 = 100)

Ingreso medio Disparidad de ingreso (b)

País Profesionales
y técnicos (1)

Asalariados públicos
y privados de empresas

con más de 5 ocupados (2)

Trabajadores de sectores
de baja productividad

(a) (3)
[(1)/(2)]*100 [(1)/(3)]*100

Bolivia (c)

Brasil (d)

Chile

Colombia
(8 ciudades
principales)

Costa Rica

Honduras

México (c)

Paraguay
(Asunción)

Uruguay

Venezuela

95

97

127

118

114

69

115

172

160

150

100

92

117 (e)

103 (e)

102

69

111

123

126

89

68

68

105 (f)

82 (f)

113

93

78 (f)

83

115

92

95

106

109

114

112

101

103

139

127

167

140

144

121

144

101

74

147

139

206

140
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dad. Así, la distancia, según la CEPAL26, entre
los ingresos de los profesionales y técnicos y
los de los trabajadores de sectores de baja pro-
ductividad aumentó entre 40% y 60% entre 1990
y 1994, lo cual se debió a la mejora más rápida
de las remuneraciones de la mano de obra más
cualificada y la reducción o estancamiento de las
retribuciones de la que queda al margen de los
procesos de modernización productiva, que
constituye una proporción considerable de
empleo total.

Una idea cuantitativa para zonas urbanas de esta
creciente heterogeneidad, se puede ver en el
cuadro 6.

d. La limitada capacidad de negociación de gran
parte de los asalariados, producto de la preca-
riedad del empleo y los altos niveles de desem-
pleo abierto y de subempleo y del denominado
empleo informal.

Este hecho ha determinado que actualmente se
esté asistiendo a un fuerte proceso de flexibili-
zación laboral27 que ha adoptado la forma fun-
damentalmente de modificar los contratos indi-
viduales de trabajo, y con menos intensidad, de
descentralizar la negociación colectiva, trasla-

dándola no sólo a nivel de empresas, sino tam-
bién a nivel sectorial.

Con todas estas tendencias en la capacidad de
negociación de los asalariados se han favorecido
distintos efectos, entre los que cabe destacar,
una mayor dispersión salarial, que tal y como se
ha comentado anteriormente, ha propiciado una
cada vez mayor heterogeneidad en el mercado
de trabajo latinoamericano y un posible proceso
de debilitamiento del poder de los sindicatos. En
definitiva, se está generando un sistema de rela-
ciones laborales que favorece una mayor con-
centración del ingreso.

Por todo esto, se puede comprobar que los ele-
mentos educacionales, las propias características
del mercado de trabajo latinoamericano (tasas de
ocupación, participación, desempleo, subempleo,
calidad del empleo generado, disparidad de
ingresos y poder de negociación) y los compor-
tamientos de los hogares (con grandes diferencias
demográficas entre los hogares ricos y hogares
pobres), son aspectos que determinan la distribu-
ción del ingreso y por tanto, la pobreza, y que
como se verá, entran en la discusión de las polí-
ticas sociales aplicadas.

22

26 CEPAL (1997). Op. Citada.
27 TOKMAN V. (1997). Op. Citada.
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Uno de los principales problemas a la hora de tra-
tar este tema es tomar como punto de partida una
determinada definición de política social, y esto
resulta en que muy frecuentemente, las políticas
sociales se llegan a considerar como una política
económica más, sin establecer ninguna diferen-
ciación con éstas. Sin embargo, en este trabajo se
pretende, desde un inicio, dejar claro que las políti-
cas sociales son entendidas como una política propia
consistente en un conjunto de acciones desarrolladas
por el Estado, en cualquiera de sus niveles, encami-
nadas a incrementar el bienestar de la población28, es
decir, se establece una clara diferenciación con el
campo de las políticas económicas implementadas,
aunque lógicamente son muchas las interrelaciones
que se dan entre ambos tipos de políticas (como el
funcionamiento del mercado de trabajo, evolución de
la inflación, déficit fiscal, etc.).

Con la anterior aproximación, se tratará de entrar
en el análisis cuantitativo y cualitativo de las políti-
cas sociales aplicadas recientemente en América
Latina, prestando especial atención a sus repercu-
siones sobre las condiciones de pobreza y la desi-
gualdad del ingreso de la Región.

1. Evolución del gasto social

Una primera aproximación, básicamente cuantitati-
va, al análisis de las políticas sociales implementadas
recientemente en América Latina, es el análisis del
gasto social. Sin embargo, antes de nada, es necesa-
rio aclarar que el concepto de gasto social no es tan
simple como parece29. Así, una primera dificultad
consiste en que se pueden integrar muy distintas
concepciones en el mismo, por lo que en el presen-
te trabajo, únicamente se va a optar por la conside-
ración del gasto público social como lo que el Esta-
do destina a servicios tales como educación, salud,
vivienda, seguridad y asistencia social.

Adicionalmente, una segunda dificultad es que al
tener muy distintas fuentes de financiamiento, es
posible definir, tal y como establece Irarrazaval
(1994) distintos conceptos de gasto social basados
en criterios operacionales30. Entre esos conceptos,
en el presente trabajo se utilizará el de gasto social
bruto o público, que permite comparar mejor los
distintos países de la Región.

23

28 SABINO C.A. (1996). “Concepciones y tendencias actuales en la definición de política social”. Revista Venezola-
na de Economía y Ciencias Sociales nº 1. Caracas.
29 IRARRÁZABAL I. (1994). El impacto distributivo del gasto social; una revisión metodológica de estudios latinoa-
mericanos. CEPAL Serie de Políticas Sociales. Santiago de Chile.
30 Los cuatro conceptos de gasto social que se pueden distinguir son:
a. Gasto social bruto o público. Es el concepto más amplio, pues considera todos los programas con financiamiento

público.
b. Gasto social neto o fiscal. Es aquel subconjunto del gasto social bruto o público, que sólo toma en cuenta el

financiamiento de origen tributario.
c. Gasto social directo. Es la parte del gasto social neto que representa bienes y servicios entregados efectivamen-

te a las personas.
d. Gasto social efectivo. Es la proporción del gasto social directo que llega a los más pobres, operacionalmente

definidos como el 10, 20, 30 ó 40% más pobre en base a los deciles de ingresos.

V. PAPEL DE LAS POLÍTICAS SOCIALES
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31 COMINETTI R. (1994). “Ajuste fiscal y gasto social”. Revista de la CEPAL nº 54. Santiago de Chile.
32 Se trata de los indicadores de prioridad macroeconómica (GS/PIB), prioridad fiscal (GS/Gasto Público Total) y
gasto social disponible (Gasto Social per cápita).
33 CEPAL (1999). Op. citada.
Según este informe más reciente, el gasto público social per cápita tuvo una mejoría entre 1990-91 y 1996-97 del
38%, que equivale a una tasa anual de crecimiento del oredn del 5,5%. Sin embargo, en los dos últimos años (1996-
1997), el ritmo de crecimiento ha sufrido una notable desaceleración hasta alcanzar una tasa promedio anual del
3,3%, que corresponde a la mitad de la registrada en el período 1990- 1995 que fue 6,4%.

Finalmente, existen algunos problemas contables
como los de las transferencias inter e intrainstitucio-
nales, el tratamiento de la deuda pública y los dere-
chos de importación, la valoración y tratamiento de
la inversión pública social o los deflactores del gasto
social, que hay también que tener en cuenta.

Por todo lo anterior, a pesar de los problemas que
conlleva y de que sea un mal indicador porque no
permite apreciar si realmente se están alcanzando
resultados, es decir, no se adentra en la eficiencia
y eficacia de las políticas sociales, puede ser, sin
embargo, un buen indicador de cómo el contexto
macroeconómico descrito ha venido afectando a las
políticas sociales aplicadas, tanto para la década de
los 80, como para lo que va de los 90. 

Durante la década de los 80, la crisis ya comenta-
da hizo que entre las políticas de ajuste implemen-
tadas, las políticas sociales no tuvieran la importan-
cia debida. Todo se hacía por la necesidad de bus-
car un mayor ajuste fiscal31 y así hacer frente al
déficit público y la deuda externa.

De este modo, el gasto social tiene un rol predo-
minantemente proajuste (cuadro 7) tanto para
aquellas fases en que las cuentas fiscales en térmi-
nos globales, tendieron a desajustarse, como en las
fases contrarias.

Al mismo tiempo, mayoritariamente el gasto social
fue procíclico (cuadro 7), por lo que se puede con-
cluir que el gasto social fue prioritariamente un ins-
trumento de ajuste fiscal, mientras que su función
de compensación de ingresos fue secundaria.

Cuadro 7. Comportamiento del gasto social en relación con el déficit fiscal del sector
público financiero y el PIB

Procíclico Contracíclico

Rol del gasto social Origen Número de casos Origen Número de casos

Proajuste

Prodesajuste

-GS>-PIB
ó

+GS<+PIB

+GS>+PIB
ó

-GS<-PIB

-GS y +PIB

+GS y -PIB

13

4

5

3

Fuente: CEPAL. El gasto social en América Latina: un examen cuantitativo y cualitativo. 1995.

Sectorialmente, se observa que hubo una mayor pro-
tección del componente del gasto social de corto pla-
zo, vinculado con los gastos de seguridad y asisten-
cia social, así como un mayor sacrificio en los secto-
res, cuyos gastos tienden a favorecer la igualdad de
oportunidades de la población como son educación
y salud (con las repercusiones importantes de este
hecho sobre las posibilidades de crecimiento, capaci-
dad de la población).

Para lo que va de década de los 90, existe la infor-
mación disponible en el cuadro 8. En este cuadro,

se recoge información relativa a los tres indicado-
res básicos de gasto social32.

En esta información destaca el hecho de que en 11
de 15 países latinoamericanos33, los recursos desti-
nados a los sectores sociales se incrementaron en
magnitudes que, en muchos casos, permiten supe-
rar los niveles de gasto social de principios de los
años ochenta.

En cuánto a la prioridad del gasto social, en 12 de
los 15 países de la Región, se incrementó la propor-
ción del gasto público destinada a los sectores socia-
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les34. Este hecho parece poner en evidencia que un
número importante de países latinoamericanos (en
distintas medidas) desplegó significativos esfuerzos

por elevar la prioridad asignada a la esfera social, lo
que posteriormente, se tratará de acompañar con la
evolución teórica correspondiente.

25

34 CEPAL (1999). Op. citada.
Para 1997, en 14 de 17 países analizados aumentó la cuantía de recursos públicos destinados a los sectores socia-
les. Destacan por la magnitud del crecimiento Perú, Paraguay, Bolivia y Colombia, países en los que se duplicó
con creces el gasto social por habitante entre 1990-1991 y 1996-1997. En Chile, El Salvador y República Domini-
cana el incremento fluctúo entre 60% y 70%, mientras que en Uruguay ascendió a cerca del 50%. En los restantes
seis países en los que se elevó el nivel de gasto social por habitante (Argentina, Brasil, Costa Rica, Guatemala,
México y Panamá), éste osciló entre 15% y 40%. En Honduras y Nicaragua prácticamente se mantuvo el mismo
nivel durante el período y en Venezuela se redujo en un 6%.

Cuadro 8. América Latina (18 países): gasto social (promedios) (a)

Gasto social real per cápita
(dólares de 1987) Gasto social / PIB

Gasto social / Gasto público
total

Países (b) 1990-1991 1990-1991 1990-19911994-1995 1994-1995 1994-1995

Gasto social alto

Uruguay

Costa Rica

Panamá

Argentina

Chile

México

Brasil (c)

Gasto social moderado (d)

Colombia

Nicaragua

Ecuador

Venezuela

Gasto social bajo (e)

Honduras

Paraguay (f)

Bolivia

El Salvador

Guatemala

R. Dominicana

Perú

Promedio regional (g)

333,6

463,2

334,0

349,9

548,5

259,1

156,4

224,0

99,1

107,2

97,4

92,7

215,6

42,3

72,2

25,9

34,4

50,1

28,7

36,3

20,6

189,6

424,9

624,9

388,6

466,5

703,8

318,3

247,3

224,8

126,6

164,2

86,4

129,3

54,3

69,6

66,7

49,5

53,7

32,2

241,7

15,2

18,9

19,8

17,1

17,1

13,1

8,4

11,6

9,0

8,2

10,8

7,8

8,5

4,8

7,8

2,6

4,6

5,5

3,3

4,7

2,1

10,4

17,2

23,6

20,8

20,0

18,3

13,4

13,1

11,2

10,9

11,6

10,6

10,4

5,9

7,6

6,6

6,3

5,3

3,7

12,2

52,7

63,0

45,5

37,5

58,0

60,3

53,3

51,0

35,5

33,9

36,2

36,5

32,1

31,1

33,1

33,2

36,0

23,6

29,8

36,6

15,9

42,1

60,4

75,1

44,3

44,2

66,0

63,3

71,8

57,8

47,4

54,0

48,8

39,5

33,2

29,1

43,2

32,0

25,0

36,4

48,7

Fuente: CEPAL. Panorama Social de América Latina 1996.
(a) Los países se presentan en orden decreciente según la proporción del PIB que destinaron al gasto social en los años 1994-1995
(b) Cifras promedio de los años 1990-1991 y 1994-1995 para todos los países excepto Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, El Salvador,

México y Panamá para los cuales sólo se consideró el año 1994
(c) Comprende el gasto del gobierno central solamente.
(d) En los promedios no se incluye a Venezuela
(e) En los promedios no se incluye a Perú y República Dominicana
(f) Comprende el gasto del gobierno central presupuestario solamente.
(g) En los promedios, no se incluye a Perú, República Dominicana y Venezuela.
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En esta tendencia general, hay muy distintas evolu-
ciones y lo que es más destacable un alto grado de
heterogeneidad en cuanto al volumen de recursos
que los países destinan a los sectores sociales35, lo
que pone en evidencia dos hechos. Primero que
dados que son muy escasos sus montos en los paí-
ses con gasto social bajo y medio (y a pesar de que
su aumento en prioridad macroeconómica ha sido
mayor que en los países de gasto social alto), el
desafío más imperioso es incrementar significativa-
mente su monto por habitante, dentro de plazos
relativamente cortos, así como mejorar la calidad
de su impacto.

En segundo lugar, en el resto de países, el desafío
no es tanto incrementar los montos, sino mejorar la
eficacia y eficiencia del gasto social, aunque cabría
también incrementos en los términos per cápita de
dicho gasto social.

En cuanto a la evolución por sectores del gasto
social en el conjunto de la Región, contribuyeron
en partes similares a su notable expansión en la
década tanto los sectores de distribución más pro-
gresiva como los de distribución más regresiva del
gasto por estratos socioeconómicos. El 44% del
incremento del gasto social corresponde a educa-
ción y salud, áreas de gasto más progresivo, cuya
incidencia es del 25% y 19%, respectivamente,
mientras que el 41% proviene de la seguridad
social, sector con gasto regresivo. Sin embargo, el
aumento en los países con gasto medio y bajo obe-
dece sobre todo a los sectores globalmente más
progresivos (educación y salud), con un aporte del
61% del total, mientras que la seguridad social sólo
contribuyó un 21%. En cambio, en los países de
gasto alto y medio-alto la seguridad social aportó
prácticamente el 50% del aumento36.

Como conclusión, se ve que el panorama, por lo
menos a nivel de recursos dedicados, cambia en el
ámbito de las políticas sociales, en la década de los
90, en comparación con lo que fue la década de
los 80. Este cambio cuantitativo, también ha venido
acompañado de cambios cualitativos (conceptuales,

teóricos…); todo ello, en el marco de un contexto
macroeconómico basado en la implementación de
reformas económicas favorecedoras de una mayor
liberalización, apertura y prioridad del mercado,
que viene imponiendo restricciones en el desen-
volvimiento del sector público.

Con todo esto, el resultado es que la distribución
del ingreso ha empeorado y que los niveles de
pobreza no se han mejorado claramente, a pesar
de las mejores condiciones macroeconómicas y de
una mayor cuantía de recursos dedicados en los
sectores sociales en lo que va de década.

2. Evolución de paradigmas
en las políticas sociales
implementadas
en América Latina

El cambio en el modelo de crecimiento y acumula-
ción en América Latina en la década de los 80,
motivó también importantes cambios en las políti-
cas sociales que venían siendo aplicadas.

Así, en el modelo anterior al que se viene imple-
mentando desde la pasada década, se suele distin-
guir entre la etapa “fácil” y “difícil” de sustitución
de importaciones37.

En la primera etapa (etapa “fácil” de sustitución de
importaciones), se pudo elaborar localmente una
amplia gama de bienes caracterizados por unas limi-
tadas exigencias tecnológicas. En este contexto, las
políticas sociales implementadas persiguieron la pro-
tección del trabajador asalariado, respondiendo a las
presiones derivadas de la creciente organización sin-
dical, facilitada por la concentración obrera y por la
creciente importancia creciente de la industria.

En la segunda etapa (etapa “difícil” de sustitución
de importaciones), a la cual sólo pudieron acceder
aquellos países cuyo mercado interno tenía un
tamaño interesante para poder aprovechar econo-

26

35 Un reflejo de esta heterogeneidad se puede encontrar en el esfuerzo que expresa la relación entre el gasto públi-
co social y el producto de los países de la Región, que actualmente oscila entre un 4% y un 23% del PIB.
36 CEPAL (1999). Op. citada.
37 FRANCO R. (1992). “Las nuevas orientaciones de la política social en América Latina”. Cuadernos Cátedra Abier-
ta de Gerencia Social nº2. Caracas.
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mías de escala y lanzarse a producir bienes con
más complejas tecnologías, las políticas sociales
implementadas contribuyeron a crear o consolidar
una clase media, por cuanto era necesario sostener
la capacidad de demandar nuevos bienes manufac-
turados nacionales de alto coste. Este tipo de polí-
ticas sociales, a diferencia de las aplicadas en el
ámbito del Estado del Bienestar, llevó a que pro-
bablemente se agravara la ya desigual distribución
del ingreso, en la medida en que las que se apli-
caban no llegaban mayoritariamente a los más
necesitados, ni en un nivel asistencial ni estructural.

De este modo, entre las limitaciones más impor-
tantes que presentaban estas políticas sociales tra-
dicionales, cabe destacar38:

a. Acceso segmentado. En este sentido, por ejem-
plo, la seguridad social no fue pensada como un
sistema de carácter global que cubriera el con-
junto de la población del país, sino más bien
como programas aislados, creados en diferentes
momentos, cada uno de los cuáles atendía a
grupos específicos, caracterizados por su capaci-
dad de organización, a partir de la cual reclama-
ran y obtuvieran del Estado la satisfacción de sus
propios intereses39.

De esta manera, el objetivo redistributivo de la
política social que contribuya a incrementar el
bienestar de la población, se podía ver total-
mente truncado.

b. Universalismo excluyente. En numerosas ocasio-
nes, las políticas sociales han tenido una volun-
tad teórica de llegar a todos, pero en la práctica
esto no ha llegado a darse.

Esta situación se ha venido ocasionando por
ejemplo, en la educación, en dónde se viene pro-
porcionando una oferta de tales características
que no interesa o resulta inaccesible para nume-
rosos sectores (basta sólo comprobar las altas
tasas de deserción y repitencia entre los escolares
de la mayoría de países de América Latina).

Por lo tanto, el universalismo válido como orien-
tación no ha tenido en cuenta las desigualdades
que impiden a ciertos grupos acceder a ciertos
servicios que se están ofertando.

c. Problemas institucionales de las políticas socia-
les, como son la inercia en su implementación,
la falta de evaluación, la falta de continuidad, la
ausencia de consensos fundamentales o la frag-
mentación institucional.

En la década de los 80, tal y como ya se ha comen-
tado, a partir de la crisis descrita se empezó a dise-
ñar un nuevo modelo basado en la ejecución de
los llamados programas de ajuste estructural, cuyos
objetivos básicos estaban centrados en:

I. Alcanzar o respetar los equilibrios macroeconó-
micos.

II. Reducir las tasas de inflación.

III. Retirar al Estado de ciertas áreas, en las que
serían más eficientes los actores privados.

IV. Incrementar las exportaciones porque el motor
del crecimiento de estas economías se sitúa
nuevamente en el mercado internacional.

V. Incrementar la competitividad de los producto-
res nacionales, incluso eliminando la protección
arancelaria.

VI. Modernizar el aparato público, para que use de
modo más eficiente los recursos, sobre todo,
financieros y sea más eficaz en el logro de sus
objetivos.

En esta situación, y añadidas las limitaciones que se
venían arrastrando en las políticas sociales, éstas se
vieron en términos cuantitativos (como ya se ha
visto), muy afectadas en la década de los 80, con
un comportamiento proajuste y procíclico del gas-
to social.

Esto ha provocado que los paradigmas de las polí-
ticas sociales en América Latina, propios de la fase
de sustitución de importaciones, se hayan ido
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38 FRANCO R. (1996). Op. Citada.
39 MESA-LAGO C. (1997). “Desafíos actuales de la seguridad social en América Latina”. Contribuciones nº 53. Bue-
nos Aires.
En este artículo, se demuestra que el proceso de incorporación a la seguridad social muestra una pauta común en
casi todos los países de la Región: primero, se protege a los militares, luego a los maestros y a otros funcionarios
públicos, después a la clase asalariada formal y así sucesivamente a otros grupos, hasta que por fin, restan los que
siempre se quedan fuera o sólo consiguen entrar tardíamente, es decir, los trabajadores del sector informal urba-
no y los campesinos sin tierra.
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abandonando por otros más acordes al modelo de
desarrollo que se está implantando actualmente.
Sin embargo, en la medida en que dicho modelo
ha sido implementado con ritmos e intensidades
muy diferentes, los paradigmas, en la actualidad
aparentemente dominantes no lo son tanto y esto
está generando interesantes y dilemas40.

En este sentido, Franco (1996) distingue los para-
digmas de la política social dominante y emergen-

te, refiriéndose al que corresponde al modelo de
sustitución de importaciones y al modelo actual,
respectivamente.

Las diferencias se pueden comprobar en el cuadro 9,
y antes de entrar en el análisis de las mismas, cabe
decir que se está evolucionando desde los primeros
a los segundos y en la medida en que hay ventajas
y desventajas, en la actualidad, se puede decir que se
está en muy diversas posiciones intermedias.
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40 ARRIAGADA I. (1996). “El debate actual de la política social en América Latina”. Serie LECTURAS nº 20. Caracas.

Cuadro 9. Paradigmas de la Política Social

Dominante Emergente

Institucionalidad

Proceso de decisión

Financiamiento
Fuente de los recursos

Asignación de los recursos

Objetivo

Criterio de prioridad en la
expansión del sistema

Población beneficiaria

Enfoque

Indicador utilizado

• Monopolio estatal
Financia
Diseña
Implementa
Controla

• Funciones unificadas
• Centralismo

• Burocrático
Estrategias macro
“El Estado sabe”

• Asignación de recursos por vía
administrativa

• Usuario sin elección

• Estatal

• Subsidio a la oferta
Falta de competencia

• Universalismo de la oferta
Alto costo, bajo impacto

• Oferta homogénea disponible favorece
a los informados y organizados

• Ampliación progresiva de arriba hacia
abajo

• Clase media
• Grupos organizados

• Centrado en los medios
Infraestructura social
Gasto corriente

• Gasto público social

• Pluralidad de subsectores
Estatal
Privado (comercial)
Filantrópico (ONG)
Informal (familia

• Funciones separadas
• Descentralización

• Por proyectos
Asignación competitiva
Licitaciones
El usuario propone

• “La “capacidad de innovación está
diseminada por toda la sociedad y debe
aprovecharse”
Fondos de inversión social

• Cofinanciación
“Lo que no couesta, no vale”
Recuperación de costos
Riesgos: marginar pobres

• Subsidio a la demanda
Creación de cuasimercados
Competencia
Libertad de elegir

• ¿Tiene el consumidor información
suficiente?

• Universalidad de la satisfacción

• Primero los más necesitados
Instrumento: Focalización

• Pobrres

• Centrado en los fines
Estudios de impacto

• Relación costo-impacto

Fuente: Rolando Franco (1996).
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A continuación, se entrará en el análisis de dichos
paradigmas.

a. Institucionalidad

Se está evolucionando desde una política social en
la que el Estado era el que financiaba, diseñaba,
implementaba y esporádicamente evaluaba, hacia
una política social en la que actúan por lo menos,
cuatro subsectores41: sector público, sector comer-
cial, sector voluntario y sector informal.

Actualmente, aquí se produce uno de los debates
más interesantes, al intentar definir áreas de com-
petencia del Estado, del mercado y de las familias
desde dos perspectivas: desde el diseño, gestión y
ejecución de políticas y programas y desde la pers-
pectiva del financiamiento de las políticas sociales.

En este sentido, se asiste al tradicional dilema pri-
vado versus público42. Así, la consideración de los
intereses de todos los miembros de una sociedad,
en la calidad y oportunidad de los servicios que se
le ofrecen, debe darla el Estado; de otra parte, el
mercado, puede ofrecer servicios mejor administra-
dos y de mejor calidad, aunque prohibitivos en sus
precios para amplios sectores de población. Articu-
lar ambos aspectos continúa siendo un desafío no
bien resuelto y que en la mayoría de los casos, las
familias (y especialmente, las mujeres) han debido
enfrentar y resolver con altos costos personales y
una sobrecarga de trabajo.

En la actualidad, parece ser que el proceso privati-
zador es el dominante, perdiéndose el rol regula-
dor y coordinador del Estado en esta política social
pluralista.

En otro sentido, otro de los debates actuales es en
torno a la centralización o descentralización. Pare-
ce que se está dando una transición desde la pri-
mera hacia la segunda, en la medida en que se
considera que con el centralismo se opta por solu-
ciones homogéneas ante realidades heterogéneas,
lo que conduce a asignar los recursos de manera
ineficiente y a no solucionar los problemas. Tam-

bién posibilitaría una mayor influencia de ciertos
grupos de presión.

Por lo tanto, la descentralización tendría como ven-
tajas, la posibilidad de un mayor consenso social,
derivado de la mayor participación que pudiera
implicar y un control de las burocracias, aunque
ésta también pudiera convertirse en su gran des-
ventaja y generar con ello, unas mayores desigual-
dades entre las unidades descentralizadas.

b. Proceso de decisión

En este campo, se está dando una evolución desde
una lógica eminentemente burocrática, basada en
que las políticas sociales las diseña y ejecuta úni-
camente el Estado, hacia una lógica que permita
una mayor transparencia y participación en la ges-
tión y ejecución de dichas políticas.

c. Financiamiento

La evolución está derivando desde una financiación
eminentemente estatal (con sistemas tributarios bas-
tante regresivos) hacia la búsqueda de cofinan-
ciación, mediante diversos mecanismos, como el que
los propios beneficiarios contribuyan, el cobro de
tarifas por la prestación de servicios públicos sociales
o cofinanciación empresarial (como por ejemplo, se
ha hecho en algunos países en el sector educativo).
Sin embargo, la cuestión de la reforma tributaria en
pocas ocasiones se está planteando.

Otra cuestión es la de la asignación de recursos. En
el paradigma del modelo de sustitución de impor-
taciones, el financiamiento se orientaba a cubrir los
costos pertinentes del proveedor, que oferta bienes
o servicios.

Por contra, en el paradigma actual se está tendien-
do al subsidio a la demanda, mediante el cual, el
financiador transfiere un poder de compra para
que el beneficiario “compre”, en el (cuasi) merca-
do así creado, el bien que estime conveniente.
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41 BUSTELO E. (1996). Políticas sociales en un contexto de crisis, ¿será que se puede? Mimeo. Centro UN/CEPAL.
Santiago de Chile.
42 ARRIAGADA I. (1996). Op. citada.
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La existencia de más de un oferente es requisito
fundamental en esta forma de subsidio. Esto pare-
ce traer como ventaja fundamental un incremento
de la calidad de los servicios ofertados, pero como
dificultad básica, el cálculo del valor de dicho
poder de compra.

d. Objetivos (universalización versus
focalización)

En el modelo de sustitución de importaciones, el
paradigma de la política social (por influencia teó-
rica del modelo de Estado del Bienestar), defendía
el universalismo, entendido como una oferta homo-
génea abierta a todos.

Sin embargo, y dadas las desiguales características
de la mayoría de sociedades latinoamericanas, esa
oferta estatal ha sido siempre difícil para quienes,
aun teniendo mayores necesidades, no cuentan con
los niveles de información, formación y organiza-
ción necesarios y deben enfrentar las dificultades
de acceso a las prestaciones.

En este sentido, y dado el contexto del nuevo
modelo de desarrollo, se considera que las políticas
universalistas son de alto costo y bajo impacto, por
lo que se tiende hacia una mayor focalización de
dichas políticas. Así, la focalización supone identi-
ficar con la mayor precisión posible a los benefi-
ciarios potenciales y diseñar las políticas sociales
con el objetivo de asegurar un alto impacto per
cápita en el grupo seleccionado, mediante transfe-
rencias monetarias o entrega de bienes o servicios.

Esta visión lleva a valorizar especialmente los indi-
cadores de atención, de gestión y de evaluación de
políticas y programas.

A pesar de que actualmente parece darse un con-
senso aparente, en torno a la necesidad de focali-
zación de las políticas sociales, ésta también tiene
sus críticas. Por un lado, una crítica de carácter téc-
nico gira en torno a los criterios de selectividad ele-
gidos que deben evitar dos errores que pueden ser
comunes: el de inclusión, es decir, la filtración de

los beneficios hacia sectores no definidos como
grupos objetivo, porque se desperdician recursos y
se generan nuevas desigualdades y el de exclusión,
cuándo por errores en el diseño del programa no
se logra cubrir a la población objetivo43. El error
total de focalización suma ambos; sin embargo,
cuando la mayor prioridad se asigna al bienestar de
la población, es más importante eliminar los erro-
res de exclusión; cuando la prioridad está puesta
en los recursos, se tiende a disminuir el error de
inclusión. Por lo tanto, parecería más recomenda-
ble considerar ambos tipos de errores.

Por otro lado, una crítica más teórica es que la
focalización, sigue sin tener en cuenta, tal y como
se planteaba anteriormente con el universalismo,
las desigualdades existentes, de modo, que dada la
situación actual, los más necesitados (población
objetivo) sean los que menos acceden a los servi-
cios ofertados44.

e. Sectorialidad

Una cuestión relacionada con lo anterior es la
excesiva sectorialidad en la que a veces entran las
políticas sociales. Así, se centra en el tratamiento de
sectores tradicionalmente excluidos, como son las
mujeres, los grupos indígenas, los jóvenes y los
niños…perdiendo la visión integral de los proble-
mas que estos mismos sectores presentan y la inte-
gralidad que las políticas sociales reclaman.

f. Plazos

Una última tensión (dilema) persiste entre el dise-
ño de políticas de corto plazo frente a la necesidad
de estabilidad económica o por el contrario, dise-
ñar políticas flexibles que contengan una visión de
largo plazo con cambios en el modelo de desarro-
llo social. Las transformaciones sociales y los cam-
bios institucionales requieren de un horizonte de
tiempo amplio para desarrollarse y madurar; mien-
tras tanto, las necesidades de grupos importantes
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43 CEPAL. (1993 ). Focalización y pobreza. Santiago de Chile.
44 ALDO ISUANI ERNESTO (1992 ). “Política social y dinámica política en América Latina, ¿nuevas respuestas para
viejos problemas?”. Desarrollo Económico Nº 125. Buenos Aires.
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de la población requieren acción inmediata en la
solución de los problemas de indigencia y de
exclusión.

Así, la creación de falsas expectativas respecto al
bienestar y la participación, así como la disconti-
nuidad en los programas y servicios, se ha revela-
do como un componente importante en la agudi-
zación de los conflictos. Por ejemplo, en un país
como Venezuela (aplicable también esto a otros
países de la Región), el componente asistencial (de
corto plazo) de la política social aplicada es cada
vez mayor en comparación con el estructural (de
largo plazo). Este hecho ha provocado, que a pesar
de que los indicadores de gasto social indiquen
una mejoría en los años 90, la distribución del
ingreso no sólo no haya mejorado, sino todo lo
contrario, debido a que los factores determinantes
de la misma (comentados anteriormente) no se han
visto afectados.

g. Evaluación

Relacionado directamente con lo anterior, se hace
cada vez más evidente la necesidad de mejores
indicadores de evaluación de las políticas sociales
implementadas.

Con el modelo de sustitución de importaciones, la
base de análisis siempre se hacía sobre el concep-
to de gasto social y sus fluctuaciones.

Posteriormente, después de la crisis de la década
de los 80, además de lo anterior, se plantea la
necesidad de valorar la eficiencia y la calidad de
dicho gasto social, sobre todo, en cuanto a sus
aspectos redistributivos se refiere, es decir, desagre-
gar el gasto social y analizar quiénes son sus reales
beneficiarios.

Desde finales de los 80, han ido surgiendo distin-
tos análisis de este tipo, cuyas implicaciones políti-

cas posteriores han podido ir desde ser el sustento
de la desaparición de gastos sociales regresivos
hasta la base de reformas que conviertan a las polí-
ticas sociales como auténticamente progresivas En
este ámbito45, se aplican métodos de evaluación del
terreno económico y empresarial al campo de las
políticas sociales, como el análisis costo-beneficio
(ACB) y sobre todo, el más interesante análisis cos-
to-efectividad (ACE).

Como conclusión, se puede ver que en la actuali-
dad en América Latina, la crisis de la década de los
80, ha motivado que en los 90, se de una mezcla
de distintos dilemas en el seno de la política social,
como transición a un modelo más definitivo.

De dicha mezcla, hay aspectos como la descentra-
lización, la participación, la eficiencia, la calidad y
la evaluación que pueden haber mejorado las polí-
ticas sociales aplicadas en la consecución del obje-
tivo redistribuidor. No obstante, es interesante con-
siderar dichos aspectos más integral y estructural-
mente (considerando los factores que inciden en la
desigual distribución existente) y no como auténti-
cas panaceas que resuelvan los problemas que des-
de siempre han existido.

Esto, a la vista de los resultados (estancamiento de
la situación de pobreza y peor distribución del
ingreso) parece no haberse tenido en cuenta y pue-
de que se esté dando el escenario descrito por
Isuani (1992): “...la implementación en gran escala
de procesos privatizadores, si bien no probable,
dejaría virtualmente sin opciones de atención a los
más pobres; la descentralización sin la presencia de
un Estado central con decisión política de corregir
desigualdades, abandonaría a su propia suerte a los
sectores sociales más débiles y los intentos de foca-
lización difícilmente dejarían de significar un retor-
no a las viejas prácticas de la beneficiencia, que en
los hechos significa dar poco a muy pocos”.
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A pesar de algunas limitaciones comentadas, las
políticas sociales tradicionales aplicadas en el
entorno del modelo de industrialización sustitutiva
de importaciones (ISI) repercutieron positivamente
en las condiciones sociales de la población de
América Latina, como se puede demostrar a través
de un documento tan actual como son los informes
sobre desarrollo humano que desde 1990 viene
publicando el PNUD. Así, el primer Informe sobre
Desarrollo Humano (1990) permitía sacar una
doble conclusión respecto a América Latina46:

1. Todos los países de América Latina se encontra-
ban en un desarrollo humano mediano y alto
(salvo el caso de Haití).

2. Los países de América Latina presentaban una
proporción superior al promedio de países con
desviación positiva en materia de desarrollo
humano.

Luego, en este primer Informe sobre Desarrollo
Humano, se daba en la mayoría de países de Amé-
rica Latina, un desarrollo social superior que el
correspondiente a su ingreso per cápita. Esto pare-
ce reflejar los esfuerzos políticos realizados en las
políticas sociales tradicionales implementadas antes
de la crisis de la década de los 80, a pesar de las
limitaciones que se evidenciaban.

Sin embargo, la crisis de la década de los 80, ha
hecho que esta situación no pueda ser considerada
en la actualidad de modo tan positivo, debido
sobre todo a que en esa década la política social
pasó a ser considerada como un elemento mera-
mente residual, que hiciera frente a los efectos
negativos que las políticas económicas aplicadas
pudieran acarrear, en la confianza de que el creci-
miento económico posterior traería mejoras en el
fenómeno multidimensional de la pobreza. El
modelo de desarrollo evolucionó desde un modelo
de industrialización sustitutiva de importaciones
hacia un modelo neoliberal en el que se aplicaban
programas de ajuste estructural que trataron de res-
tablecer los equilibrios macroeconómicos, tanto
internos como externos.

De este modo, al mismo tiempo que el gasto social
fue eminentemente procíclico y proajuste en los 80,
se dieron cambios cualitativos en las políticas socia-
les implementadas: consideración exclusiva del corto
plazo, utilización única de la estrategia de focaliza-
ción, observación básica de los síntomas de la pobre-
za y toda una serie de propuestas técnicas que incre-
mentaran la eficiencia y eficacia de dichas políticas.

Todo esto provocó que las condiciones sociales
sufrieran un deterioro adicional al provocado por la
propia crisis de la década de los 80.
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SOCIALES A IMPLEMENTAR

46 TEITEL S. (1995). “Crecimiento, decadencia y encrucijada. ¿Qué estrategia de desarrollo debe adoptar América
Latina?”. El Trimestre Económico nº 247. México D.F.
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Posteriormente, ya en la década de los 90, después
de varios años de programas de ajuste estructural,
se ha venido comprobando que la estabilidad
macroeconómica conseguida recientemente, no ha
acarreado una correlativa mejora de las condiciones
sociales de la población, básicamente, porque se
mantienen las desigualdades existentes, sobre todo,
en el mercado de trabajo.

Con todo esto, se viene replanteando la necesidad
de revalorizar la importancia de las políticas sociales
que se aplican, de cara a modificar las desigualda-
des existentes y, de este modo, conseguir mejorar
las condiciones sociales de la población latinoameri-
cana. Para ello, se pasan a hacer una serie de con-
sideraciones generales sobre las mismas:

1.- La política económica y la política social son
dimensiones del desarrollo cuya integración en
favor de la inversión, del empleo, de la distri-
bución, constituye la base de la democracia47. El
logro de la equidad no está encapsulado en los
servicios sociales. La distribución primaria del
ingreso o el empleo son dimensiones propias
de la política económica, con grandes efectos
sociales. Estas y otras dimensiones muestran
cómo la política económica determina las polí-
ticas sociales. Establecer metas coordinadas
entre ambos tipos de política puede crear un
círculo virtuoso, mientras que su descoordina-
ción potencia la ineficacia de una y otra.

2.- La política social debe ser redistributiva, es
decir, colocar a la equidad como principal obje-
tivo, por lo que si se tienen en cuenta los fac-
tores que se han ido comentando en la deter-
minación del ingreso, se debieran implementar
políticas sociales que actuaran en los siguientes
aspectos:

Generación de empleo productivo y aumentos
en la demanda de trabajo menos calificado

Como se ha dicho, el crecimiento económico que
se ha dado en América Latina en la década de los
90 no se ha traducido en una expansión rápida de
la demanda, por el tipo de trabajo ofrecido a los

estratos de bajos ingresos, ni por ende, en progre-
so distributivo.

Por ello, una de las principales enseñanzas es que
se deben fomentar las pequeñas y medianas empre-
sas, principales oferentes de empleo formal para
los estratos de menores ingresos. Uno de los facto-
res que limitan de un modo gravitante el desarro-
llo de estas empresas es la presencia de segmenta-
ciones del mercado financiero que restringen el
acceso al crédito. Como consecuencia, las posibili-
dades de inversión de éstas dependen estrecha-
mente de la generación de excedentes internos, lo
cual reduce su crecimiento y, con ello, la expan-
sión de la demanda de trabajo menos calificado. Se
necesitan nuevos instrumentos financieros que
superen la carencia de garantías reales en estas
empresas, acompañados por programas de coope-
ración técnica y apoyo público al mejoramiento de
su capacidad de gestión y adopción de progreso
tecnológico, para liberar el potencial de crecimien-
to de pequeñas y medianas empresas y, con ello,
de la demanda de trabajo.

Incremento y mantención de los ingresos de los
hogares más pobres: educación y transferencias

Como ya se ha comentado, el nivel educacional
afecta en una medida importante la remuneración
de quiénes logran empleo, por lo que las medidas
para promover la ampliación de la cobertura del
sistema educacional, el incremento de sus tasas de
retención y las mejoras en su calidad, deben formar
parte de toda política social que se oriente a mejo-
rar la distribución del ingreso.

En períodos de transición, como el que parece que
se está atravesando a una nueva fase de desarrollo
económico orientada a la innovación tecnológica y
a elevar la productividad, es vital el papel de la
política social. Así, la política social tiene que per-
mitir no sólo corregir los resultados distributivos
indeseables del proceso de transformación, sino
además debe apoyar la inversión en recursos
humanos, posibilitando que los pobres progresen
según su capacidad48. Este planteamiento requiere
de la reforma del Estado, que debe pasar a tomar
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un papel más activo, políticas laborales propias y
un sólido compromiso de destinar los recursos fis-
cales necesarios para esta finalidad.

Otra alternativa para modificar la distribución del
ingreso son las transferencias directas, que se com-
ponen principalmente de pensiones, jubilaciones y
subsidios.

En la actualidad, los perfiles de pobreza señalan
una mayor incidencia de ella entre los pensionis-
tas, por lo que cada vez más, las pensiones y
jubilaciones cumplen una importante función dis-
tributiva y paliativa de la pobreza, especialmente
las medidas tendentes a proveer pensiones míni-
mas, así como otras de carácter asistencial (liga-
das, por ejemplo, a accidentes, enfermedad y viu-
dez), unidas a la ampliación de la cobertura del
sistema de pensiones y en general, de las redes
de protección social. Se debe tener en cuenta que
uno de los principales factores que originaron la
precaria situación de estos sistemas de pensiones
en muchos países de América Latina ha sido la
falta de correspondencia entre aportes y benefi-
cios, lo que trajo consigo una baja identificación
con los propósitos de éstos e incentivó la subde-
claración y la evasión.

Respecto a los subsidios, hacemos referencia a
aquellos vinculados con el desempleo de los hoga-
res pobres. Como ya se ha comentado, los desem-
pleados se concentran en los primeros deciles de
ingresos. Sin embargo, se deben distinguir dos
situaciones distintas:

a. Personas con desempleo crónico, que viene a
constituir el núcleo duro de la pobreza. Paliar la
incidencia de ésta requeriría, entre otras cosas,
programas de empleo mínimo, cuya duración
excediera la de programas de emergencia y que
proveyeran un nivel básico de remuneración,
aunque no debieran convertirse en un desincen-
tivo a la incorporación de estos ocupados al
mercado de trabajo.

b. Desempleados asociados más cercanamente al
ciclo económico. Las transferencias, o bien los
programas de empleos de emergencia, orienta-
dos a reemplezar ingresos en situaciones transi-
torias de desempleo contribuirían a evitar que
aumente la concentración del ingreso durante
períodos recesivos.

En todos los casos de transferencias comentados, la
eficacia y la eficiencia de los mismos vienen influidas
por las modalidades de financiamiento (especial
importancia de los sistemas tributarios establecidos)
los criterios con los que se eligen los beneficiarios,
la duración del beneficio y el grado en que se
reemplaza el ingreso perdido.

Reducción de barreras que enfrentan los más
pobres para participar en el mercado de trabajo

Por todo lo que se ha comentado, se puede ver
que el costo de oportunidad de participar en el
mercado de trabajo que enfrentan los hogares de
menores ingresos es más alto, por la mayor pre-
sencia relativa de menores en el hogar.

Por tanto, una política de desarrollo de instancias
institucionales para el cuidado de menores, ya sean
éstas públicas o privadas, favorecería la incorpora-
ción de los cónyuges al mercado de trabajo, al
reducir uno de los factores que causan una distri-
bución concentrada del ingreso, como es la menor
tasa de participación relativa y las tasas considera-
blemente mayores de inactividad entre los cónyu-
ges de hogares pobres.

Pero, junto con esas políticas, es preciso establecer
programas de capacitación orientados específica-
mente a estas personas, que les permita acceder a
puestos de trabajo de mayor calificación.

Aspectos relacionados con la dinámica demo-
gráfica

Los deciles más pobres de América Latina pre-
sentan las tasas de fecundidad más altas, lo que
presenta muy distintas repercusiones, especial-
mente, sobre la situación de la mujer latinoameri-
cana (realización personal, acceso al mercado de
trabajo, etc).

En dicha situación, además de distintos factores
culturales, se ha podido comprobar que la educa-
ción de la madre ha probado ser una variable que
influye mucho: mientras menor es su nivel de ins-
trucción, mayor es la fecundidad observada y
mayor es la proporción de ésta que no es deseada
ex-post. En consecuencia, las políticas que faciliten
el acceso a la planificación familiar y que hagan
hincapié ex-ante en la paternidad/maternidad res-
ponsable, desde el auténtico protagonismo de la
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mujer, son parte necesaria de las políticas sociales
orientadas a una mayor equidad y mejor distribu-
ción del ingreso.

3.- Relacionado con lo anterior, la equidad como
objetivo de la política social implica una políti-
ca integrada, activa y preventiva que no reac-
cione simplemente frente a situaciones de emer-
gencia o temporales y que no represente un
mero paliativo de las desigualdades consciente-
mente provocadas por la política económica en
sus coordenadas sociales49.

4.- Importancia de la consideración a largo plazo
de las políticas sociales, lo que hace que la
eficiencia del Estado se relacione no sólo con
su acción momentánea, sino también con los
efectos dinámicos que produce a la larga su
intervención.

5.- En todo momento, se debe prestar especial
atención a los eslabonamientos o encadena-
mientos50 hacia delante y hacia atrás entre la
política social y la política económica y en la
propia política social, en una perspectiva emi-
nentemente dinámica de las políticas sociales. 

Así, los encadenamientos hacia atrás de la polí-
tica social con la política económica designan
los efectos de la demanda, positivos o negativos,
que la política social requiere de la política eco-

nómica. Los encadenamientos hacia delante
designan las condiciones positivas o negativas
que la oferta de servicios sociales crea para la
adopción de medidas de políticas económicas.
Estos enlaces son externos.

Por otro lado, encadenamientos hacia atrás de la
política social en su propio terreno, hace
referencia a los efectos negativos o positivos que
produce en la demanda una medida o programa
respecto de otras políticas o programas sociales.
Los encadenamientos hacia delante, positivos o
negativos, son los efectos de la oferta de servi-
cios derivada de una medida o programa sobre
otros programas sociales, al facilitarlos u obsta-
culizarlos. Estos enlaces son internos.

6.- Se deben introducir reformas de gestión que
incrementen la productividad de los servicios
sociales, pero no para que se justifique la
reducción del gasto social. En este sentido, cabe
establecerse reformas en la organización y ges-
tión (mayor claridad de objetivos, estableci-
miento de responsabilidades, descentraliza-
ción…), recursos humanos (formación, motiva-
ción…), evaluación y coordinación, que haga
que se de una cultura más centrada en las polí-
ticas, los métodos y los procesos, antes que en
los resultados51.
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